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3 ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA. QUEJAS Y CONSULTAS

3.1  Quejas

3.1.2  Temática de las quejas

3.1.2.1  Derecho a la protección de la salud

…

Se han suscitado quejas relacionadas con la conveniencia de vacunar a niños frente a la COVID-19. Por 
lo que se refiere al plano de la salud pública, el dilema sobre la decisión de la conveniencia o 
inconveniencia del sometimiento de niños y niñas a la inmunización mediante la vacunación frente a la 
COVID-19 (Queja 21/5792), o sobre la práctica de prueba diagnóstica por PCR (Queja 20/8001), nos ha 
devuelto al terreno ya conocido de los instrumentos para dirimir el conflicto entre progenitores que 
discrepan sobre un aspecto tan esencial en la vida de sus hijos. Conflicto que, aunque planteado en un 
escenario de pandemia inédito, no difiere en lo sustancial de desencuentros previos ya conocidos.

Tratándose de la prueba PCR, avanzábamos en el Informe Anual de 2020 el 
supuesto planteado con ocasión de la comunicación al servicio de salud del 
contacto estrecho mantenido con persona contagiada por coronavirus en su 
núcleo familiar, que un padre había realizado respecto de su hija de 12 años de 
edad, con la finalidad de que fuera sometida a prueba diagnóstica, obteniendo 
cita pediátrica que puso en conocimiento de la madre.

Esta última, como referíamos, se opuso tenazmente a la realización de la 
prueba y, a pesar de ser advertida de su necesidad y obligatoriedad por la 
pediatra de la menor, refiere el Distrito de Atención Primaria que la actitud de 
la madre determinó que las enfermeras del punto de Autocovid cedieran a sus 

presiones, viéndose el padre abocado a buscar el diagnóstico en el servicio de urgencias hospitalarias 
con resultado negativo y posteriormente el servicio de salud sometido a increpación por la madre.

Un sinsentido con una menor en el centro de un debate en torno a su derecho a la protección de la 
salud, que la Asesoría Jurídica del Servicio Andaluz de Salud informa remitiendo a la legislación civil 
de aplicación (artículos 154, 156 y 162 del Código civil) y al artículo 9.3 de la Ley 41/2002, de 14 de 
noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia 
de información y documentación clínica, para concluir que corresponde a ambos padres, si no han sido 
privados de la patria potestad, ejercer la representación del hijo común menor de edad.

En este sentido, aclara el informe que los progenitores pueden tomar las decisiones relativas a la salud 
del hijo o hija de forma individual o conjunta, en función de su importancia, siendo válido el acto realizado 
por un progenitor con patria potestad en ausencia del otro, si este acto es conforme al uso social y a 
las circunstancias, en los casos de visitas e intervenciones de carácter ordinario, rutinarias y sin riesgo. 
En caso de desacuerdo, sin embargo, solo cabe la decisión judicial que, en aras del principio de interés 
superior del menor, habrá de atribuir la toma de la decisión a uno u otro progenitor.

En opinión de esta Institución, aunque lo deseable es que los padres comprendan la conveniencia de 
afrontar de común acuerdo las decisiones que les competen en torno a un hijo o hija menor y tomando 
como única guía el beneficio del mismo, puede ser igualmente de utilidad recurrir a una vía alternativa a la 
judicial, recabando la intervención de profesionales de la mediación familiar.

Abundando sobre el particular y partiendo del contexto legal explicado, discrepaba un padre sobre la 
práctica seguida en el sistema sanitario público de Andalucía para la vacunación de menores frente 
a la COVID-19, dado que refería que puesto que en los puntos de vacunación únicamente se solicita 
la identificación de aquel progenitor que acompaña al hijo común menor de edad y la de éste último, 
sin exigir la exhibición del consentimiento suscrito por ambos, el progenitor ausente queda privado 
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de la posibilidad de conocer y consentir la vacunación y de oponerse a ella planteando el oportuno 
procedimiento judicial dirigido a dirimir la cuestión.

…

3.1.2.2  Derecho a la educación

3.1.2.2.1  Educación Infantil 0-3 años

Durante el año 2021 se ha producido un descenso del número de quejas referidas a esta etapa educativa, 
versando casi todas ellas sobre el cálculo de las bonificaciones para el pago de las plazas en esta 
etapa educativa no obligatoria de la Educación.

Sin embargo, en la mayoría de los casos, analizadas las distintas quejas, no 
hemos podido observar irregularidad en la actuación administrativa, ya que el 
problema de fondo afectaba a cuestiones y circunstancias particulares de las 
familias afectadas.

Citemos un ejemplo. Una madre tenía atribuida en exclusiva la guarda y 
custodia de sus tres hijas menores, pero la sentencia de divorcio no era firme 
por haberla recurrido su ex marido. La ausencia de firmeza implicaba que 
los ingresos de este último fueran computados a efectos del cálculo de las 
bonificaciones que le pudieran corresponder por la plaza de educación infantil 
solicitada para la menor, por lo que la bonificación había resultado del 0%. En 

estas circunstancias tampoco se tenía en consideración que el progenitor nunca le había hecho efectivas 
las cantidades correspondientes a la pensión alimenticia acordada en la sentencia, siendo únicamente el 
sueldo de la reclamante de 900 € mensuales con los que contaba para mantener a las menores (queja 
21/5223) .

Lamentablemente, la fórmula de cálculo de la bonificación que se había aplicado por la Administración 
era la correcta conforme a los establecido en el punto 10.1 A.b) de la Instrucción conjunta de 19 de 
febrero de 2021, de la Dirección General de Planificación y Centros y de la Dirección General de la 
Agencia Pública Andaluza de Educación, sobre determinados aspectos relativos al procedimiento de 
admisión y matriculación del alumnado y a la concesión de ayudas económicas a las familias en el 
primer ciclo de la educación infantil para el curso 2021/22 en centros adheridos al programa de ayuda 
para el fomento de la escolarización en el primer ciclo de la educación infantil en Andalucía. Según esta 
instrucción, en caso de divorcio sin sentencia judicial «firme»,” ambos progenitores deben figurar como 
miembros de la unidad familiar y, por consiguiente, se computarán los datos de renta de ambos.

En referencia también al cálculo de las bonificaciones, en nuestro anterior informe aludíamos a una 
cuestión que atañe directamente a la Administración educativa y que afecta de manera general a todas 
las familias. Se trataba de la fórmula de cálculo utilizada según se hubiese presentado o no la declaración 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) aun cuando no se esté obligado legalmente a 
ello conforme a la normativa reguladora del mencionado tributo.

Y es que la Instrucción conjunta de 19 de febrero de 2020, de la Dirección General de Planificación y Centros 
y de la Dirección General de la Agencia Pública Andaluza de Educación, antes mencionada, establece con 
toda claridad cómo se han de calcular las bonificaciones si se ha presentado declaración de renta pero, 
sin embargo, nada se dice sobre cómo calcular las mismas si los posibles beneficiarios de las ayudas no 
tienen la obligación de presentarla, dándose la circunstancia de que son estas familias, precisamente, 
las que disponen de menos ingresos y se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad.

Conforme a la Instrucción señalada, por tanto, si se presenta declaración, se computan los ingresos 
de la unidad familiar menos los gatos deducibles, mientras que si no se presenta dicha declaración 
-insistimos, por no tener la obligación de hacerlo- tan solo se computan los ingresos brutos sin ningún 
tipo de descuento, por lo que la bonificación de la cuota es bastante inferior.
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